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Resuelve la sala el recurso de apelación interpuesto por la demandante en este proceso ordinario adelantado por Ángela María Peláez Martínez frente a Aristóbulo Valencia Londoño, Andrés Felipe Marulanda Zuluaga, Juan Carlos Marulanda Loaiza y Juan Marulanda Peláez, representado por el último de aquellos, contra el auto del 4 de noviembre de 2008, proferido por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira.

  



ANTECEDENTES

  



En el aludido auto el juzgado admitió la demanda, con excepción de las pretensiones 3ª y 5ª porque, dijo, son competencia de un juez de familia y, por tanto, no proceden en este proceso.

   



La parte actora apeló esa providencia, precisamente en cuanto negó dichas pretensiones, pero el juzgado negó el recurso; nuevamente recurrió la afectada en reposición y en subsidio pidió la expedición de copias para la queja respectiva, que surtida definió que la providencia sí era pasible de alzada, así que se le ordenó al juzgado la remisión del expediente para ese fin. 

   



El recurso de apelación se hizo consistir en que de acuerdo con la interpretación que debe dársele al artículo 26 de la Ley 446 de 1998, los asuntos aquí debatidos son del resorte de la justicia ordinaria civil y no de la de familia, como bien lo ha definido la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia. 
  



Surtido el trámite correspondiente, procede la Sala a decidir, previas estas: 
  



CONSIDERACIONES

   



Como quedó dicho al desatar el recurso de queja, promovida una demanda corresponde al juez decidir si la admite, la inadmite o la rechaza de plano, por alguna de las causas previstas en el artículo 85 del C. de P. Civil. Pero aquí ocurrió que se admitió parcialmente la demanda, como quiera que el juzgado negó el trámite a las pretensiones tercera y quinta, con el argumento de que ellas son de competencia de un juez de familia.

   



En tal caso, lo prudente era haber inadmitido la demanda para darle la oportunidad a la accionante de discutir válidamente la posición del funcionario por medio de los recursos pertinentes o bien contra ese auto o contra el que sobreviniera si en últimas se rechazaba la demanda, no una o dos pretensiones. 

  



Como no ocurrió así, en una situación que se advierte muy particular, para permitir que se corrigiera la anomalía, esta Sala concedió el recurso de apelación que oportunamente se propuso y que es el que ahora se desata, para decirlo desde ya, en forma favorable a lo pretendido por la demandante. 

   



Ciertamente, la duda que se cernía sobre la competencia relativa a algunos asuntos que tenían que ver con el régimen económico entre los cónyuges, y en general, sobre temas sucesorales, fue zanjada por completo y sin margen a interpretaciones analógicas o adicionales, por el artículo 26 de la Ley 446 de 1998, que vino a precisar los efectos del numeral 12 del parágrafo primero del artículo 5° del Decreto 2272 de 1989.  

  



En el citado artículo 26 se enuncian, con meridiana claridad, los tipos de procesos declarativos sobre el régimen económico del matrimonio que han de ser conocidos por los jueces de familia y, por tanto, son esos y nada más; no hay lugar a especular sobre si la norma se puede hacer extensiva o no a otros conflictos. 

   



Y si ello es así, basta su lectura para comprender que no enlista los litigios relacionados con la sanción de que trata el artículo 1824 del Código Civil, que aquí se pide como una consecuencia de la declaración de simulación, por la ocultación de bienes que de allí pudiera sobrevenir, cuyo conocimiento corresponde al juez ordinario civil. 

   



Ahora bien, aunque el numeral 4 del literal B. de esa norma señala que los jueces de familia deben conocer de los litigios sobre la propiedad de bienes cuando se discuta si son propios de uno de los cónyuges o si pertenecen a la sociedad conyugal, no es ese el caso de ahora, porque la pretensión tercera está dirigida, así debe entenderse, a que como la promotora del proceso es la cónyuge que busca incluir el bien sobre el que recae la simulación en la liquidación de dicha comunidad le sea restituido para ese fin. Es decir que también se advierte como una secuela lógica de la declaración de simulación que no define, por sí sola, si el bien es propio de uno de los consortes o de la sociedad conyugal, pues en caso de que haya discusión sobre el particular, está expedita la acción ordinaria respectiva para definirlo. 
  



De manera que ambas pretensiones resultan ser de competencia del juez civil y, por tanto, no se advierte la indebida acumulación que, en últimas, fue lo que le sirvió al juzgado para rechazar parcialmente la demanda. Así que lo propio es confirmar el auto protestado, pero con excepción del aparte del ordinal primero de la parte resolutiva que reza “…salvo lo referente a las pretensiones 3ª y 5ª por no ser procedentes en este proceso en cuanto a que son competencia de la Jurisdicción de Familia”, que se revocará. 
   



DECISIÓN

   



En mérito de lo expuesto, la Sala Civil- Familia del Tribunal Superior de Pereira, CONFIRMA el auto del 4 de noviembre de 2008, pero con excepción del aparte del ordinal primero de la parte resolutiva que reza “…salvo lo referente a las pretensiones 3ª y 5ª por no ser procedentes en este proceso en cuanto a que son competencia de la Jurisdicción de Familia”, que se REVOCA.
  



Notifíquese,

Los Magistrados,
   



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                      CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
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